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ResuntEt^t. En el presente tra^ajo se identifican los fines principales de la Institu-
ción Universitaria. Se estudia y se fundamenta la legalidad jurídica y aclministrativa
de la autonomía universitaria, sus límites y su relación con la potestac! legislativa y
de conu•ol del Estado. Se analiza la función inspectora universitaria en referencia a
los órganos que desempeñan tal funcióm Consejo de Universidades, Consejo So-
cial y Rector. Finalmente, se establece un modelo cle Inspección Universitaria: la
Inspección de Servicios de la Universidad Complutense de Maclrid, cuya esu•uc[u-
ra, reglamento y funcionamiento ha sido el mocielo para la implantación cie orga-
nismos análogos en otras muchas Universidades.

INTRODUCCIÓN

Atvrr:c^.nr^xr^s,nnunricos Y Annmvtst^xn^rrvc^s

La Universiclad es una institución eclucativa
que tiene por ol,jeto el desarrollo científi-
co, la fortnación cie buenos profesionales y
la elevación del nivel cultural de la socieclacl.
La ciocencia, la investigación y el ciiálogo crí-
tico y libre son los meclios principales para
la consecucián cte esos altos objetivos.

Con la aprobación de la Ley cte Reforma
Universit^^ria cle 1983 (LRU)' se prodcyo una
moctificación sustancial clel marco juríciico,
adnLnistrativo y acaciétnieo cie la Universi-
dacl española. Hasta entonces, las Institucio-
nes Universitarias constituían una parte cie la
Administración c1e1 Estaclo, regulada por la
Ley cle Régitnen Juríciico de las Entictacles
Estatales Autónom:ts de 26 cte dicien^ure

cle 1958, porque éste era el reconocútliento
del que gozaU:tn ctentro de aquélla, al estar
clasilicaclas como Or^;:tnismos Autónomos cle
carácter acinvnistrativo, si bien con posibiliclacl
cle nktyor grado de indepenciencia a partir de
la promulgación de l:t Ley Gener.tl de Ecluca-
ción de 1970, y.t que su a>tículo 66 establecía
la posibilicLzd de que el I:st:uuto paniadar de
eacla Universidacl puclier.t cletenninar la5 pre-
ceptos de las leyes cie AdnúnisUación y Conta-
hiliclacl, Enticlacles Estatales nutónomas,
Contratos clel I'staclo y Ftmcion:trios Civiles clel
Estaclo, de cuya aplicación estaría dispens:ula.
Otro rambio sustanc'ral que proclujo en cl ám-
Lito universi[ario la mencionada Ley Fue la
organización de las Universicl:tdes en unida-
cies deparGt,mentales y áreas cle conocimien-
tos o cle •disciplinas atines que guarclan entrc:
sí relación científica• (art. 70).

(') Universidad Compluiense de Aladrict.
(1) Ley Org3nlc:^ 1 V 195,i, dc 25 de agos[o, cle Refonna Universitaria ( AOL' n." 2O9, de 1 septiembre).
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La promulgación de la Constitución
Española de 1978 significó la atribución a
las Universidades de una consideración de
personalidad diferente de la que se hallaba
vigente por el reconocimiento en su artícu-
l0 27.10 de la autonotnía de las Universida-
des. Aunque el concepto de autonomía se
había utilizado ya en el ordenamiento an-
terior en relación con la definicián de la
personalidad de las Universidades, lo cier-
to es que, tal y como ha sido interpretado
por el Tribunal Constitucional, la Constitu-
ción parte de un presupuesto totalmente
diferente y la significación implicada en el
concepto de autonomía al que ésta se re-
fiere incluye que quienes gozan de ella
(Comunidades Autónomas, Entidades Loca-
les y Universidades) no sólo han de tenerla
atribuida como personalidad independiente,
sino también gozar de un núcleo de com-
petencias que permitan su ejercicio de for-
tna que sea reconocible.

La LRU no define la personalidaci de
las Universidades, sino que se limi^t a decir
que estarán dotadas de ella (artícúlo 3.°),
pero el conjunto de su regulación nos per-
mite delimitar el marco de proyección de
la personalidacl de las Universidades, de
acuerdo con los siguientes elementos:

• La LRU regula la existencia de tres
clases cle Universidades: de ti[ulari-
dací pú^lica, cíe titularidad privada
y Concordatarias, este último grupo
referido y limitado a las Pontificias y
de la Iglesia, creadas por aplicación
del Concordato entre el Estado Es-
pañol y la Santa Sede de 1953, las
cuales se mantienen como excep-
ción, en aplicación del Tratado con
la Santa Sede que le sustituyó, por
la disposición adicional 3" de la Ley.
Solamente las clel prtmer grupo tie-
nen carácter de entidacíes cie Dere-
cho Público, aunque toclas ellas
desarrollen el servicio público cíe la
educación superior.

• La LRU confiere competencias n las
Universictades públicas que impli-

can el ejercicio de potestades acltni-
nistrativas (expedición cle títulos,
régimen de aluuinos, régimen clisci-
plinario de sus funcionarios y ahim-
nos, etc.), que sólo pueclen ser
ejercidas por las Administraciones
Públicas.

• La LRU confiere a las Universidades
amplias facultades en la elabora-
ción de sus Estatutos, en los cuales,
sin perjuicio de su carácter de Ad-
ministración cuando hayan de ejer-
cer potestades públicas, pueclen
optar por el ordenauiiento jurídico
que les sea más adecuado. Por apli-
cación del artículo 2" de la Ley de
Régimen Jurídico de las Aciministra-
ciones Públicas, solamente estarán
obligadas a someter su actuación a
dicha Ley cuando ejerzan dichas
potestactes, sometiéndose en el res-
to de su actividad a lo que dispon-
gan sus propias normas.

PERSONAI.IDAD ADMINIS17tATIVA DE I.A5

UNIVERSIDADES PÚBLICAS

La legislación preconstitucional definió L•i
naturaleza adniinistrativa cle las Universi-
dades incluyéndolas entre !os Organismos
Autónomos de carácter administrativo, que
gozan, por tanto, de personalidad jurídica
diferenciacia de la del Estado y sujetas a las
prescripciones de la Ley de Régimen Jurí-
dico de las Entidades Estatales Autónomas,
de 26 de diciembre cle 1957, bajo la cle-
penclencia clel Departamento de su culs-
cripción (Ministerio de Eclucación
Nacional, Eciucación y Ciencia a partir de
la Ley de 1970), y sujetas al control econó-
mico y financiero de éste y del Ministerio
de Hacienda, aunque con niayor posibili-
dacl de autononiía mecliante la implanta-
ción del régimen cle excepción esta^leciclo
en el artículado cle la Ley General cle Eclu-
cación. EI refericlo punto 10 del art. 27 cle
la Constitución Iapañola establece quc •se
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reconoce la atrtonomía de las Uniuersida-
des en los tértrainos qrre la Ley establezca-,
por lo que la hase cíe la configuración de
su naturaleza jurídica, tanto si son públicas
como privadas, se halla en el concepto de
autonomía que se tenga en el momento de
su aplicación y, al ser el actual muy dife-
rente del expresado en relación con el
concepto de las Enticíades Estatales Autó-
notnas, resulta claro que las Universidades
no pueden seguir siendo en ningítn caso
los Organismos Autónomos referidos en la
etapa anterior. Su marco legal es la anteci-
tada Ley 11/1983, de 25 de agosto, de Re-
forma Universitaria, y la única referencia
que contiene respecto de la naturaleza de
las Universidades es la de su artículo 3.1,
en el que establece que •las Universidades
están dotadas de p^rsonalidad jtrrídica v
desarrollan sns fi.tnciones en régimen de
atrtortomía .y coordinactón entre todas
ellas•. SuUsiste, por lo tanto, el problema
de la determinación legal de la naturaleza
jurídico-adtninistrativa de las Universida-
des públicas, que ha sido suplido median-
te la formulacibn de dos interpretaciones
doctrinales:

Una, que consiclera a las Universidades
como Administraciones independientes no
territoriales, similares a otras instituciones
del Estado que ejercen potestades acíminis-
trativas; la segunda, que las configura
como Entidades de Derecho Público, aun-
que de naturaleza peculiar porque el régi-
men de las entidades de esta naturaleza
inipiica su dependencia de alguna de las
Acltninistraciones terri[oriales, lo que se
compagina mal con la autonomía impuesta
por el mandato constitucional.

Sin embargo, a partir de la promulga-
ción de la Ley 30/]992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Acínúnistraciones
Pú^licas y del Procediniiento Administrati-
vo Comíml, la distinción reseñada carece
de relevancia porque la naturaleza de Aci-

ministraciones se resetva exclusivamente a
la General del Estado, a las Comunicíades
Autónomas y a las Entidades que integran
la Aclministración Local, mientras que ^las
Entidades de Derecbo Priblico con personali-
dcul jtr.rídica propia, vincttlaáas o dependierz-
tes de ctralqtriera de !as Administraciones
Ptíblicas tendrán, asimisn:o, !a considera-
ción deAdministración Ptiblica^(art. 2.2).

Puesto que las Entidades de Derecho
Público tienen la consideración de Adtni-
nistración y respecto de ellas se introduce
el concepto cle vinculación, cuya forrna de
relación excluye la dependencia y es, por
tanto, compatible con la autonomía univer-
sitaria, cabe establecer que la naturaleza
jurídica de las Universidacles corresponcte
a la de tales Entidades, debiendo referir su
actividact a lo esta^lecido con carácter ge-
neral para las Adtninistraciones Públicas
cuando ejerzan potestades administrativas
y cíisciplinarias, mientras que en el resto de
su actividad habrán cte atenerse al régimen
legal correspondiente a su nortnativa pe-
culiar y, especialmente, a sus Estatutos por-
que éstos ostentan el caracter de norma de
creación a ln que se refiere el artículo 2.2 de
la Ley cte Régin^en Juríctico de las Adtninis-
traciones I'úblicas y clel Procedimiento Ad-
ministrativo Común. Tal es la L^ase legal
que ampara la creaeión cie un órgano ací-
ministrativo, dentra de cada Universidad,
que se ocupe del control de la actividad de
los diversos ánil^itos de actuación de la ta-
rea universitaria.

EI desarrollo legcil de la autonomía
universitaria se produce en el preámhulo
de la LRU. El concepto cle autononŭa sc re-
fiere a la libenad de docencia e investiga-
ción. Las principales manifestaciones cie la
autonomía son la de go^ierno, la académi-
ca, la financiera y la capacidad de seleccia-
nar y promocionar a su profesorado, este
íiltimo aspecto en relación con los princi-
pios generales de mérito, no discrimina-

(2) l.ey 30/92, de 26 dc novtemUre, de Régimen Juríctico dc las Administraciones Pú^llc:^s y del T'roc`ecli-

mierno Administrativo Común, moclifir:tda por Ley 4/99, de 13 de enero.
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ción y publicidad que rigen para el con-
junto de los convocatorias de trabajo en
el Estado.

Previamente a esta innovación, las
funciones de control del alumnado, profe-
sorado y personal de adnúnistración y servi-
cios eran desempeñadas en sus respectivos
ámbitos por los distintos órganos uniperso-
nales y colegiados: Vicerrectores, Decanos
y Directores de Centros, Gerente, Claustro
Universitario, Junta de Gobierno, Directo-
res de Departamentos y, a petición del
Rector, por la Inspección de Servicios del
Ministerio de Educación y Cultura, en
cuanto entidad dependiente de la Subse-
cretaría del Ministerio.

La Universidad española es un servicio
público, con lo que ha de hacer compati-
ble su autonomía con el carácter adminis-
trativo dependiente del Estado en lo
referente a su organización normativa y
ello en relación con los dos tipos de activi-
dades que realiza: las instrumentales, refe-
ridas a la aportación de medio^; y a su
cíistribución, y las represivas, que afectan a
las relaciones sociales cientro de la organi-
zación y hacen viable el establecitniento
de nortnas por parte de los componentes
de la institución'.

La función inspectora o de control está
contemplacia en la vigente legislación uni-
versitaria en las competencias que la LRU
atribuye al Consejo de Universidades. Este
órgano interviene en la propuesta de nor-
mas que afectan a las obligaciones acadé-
micas de los estudiantes, siendo exclusiva
su actuación en la propuesta al Consejo de
Ministros cle la sanción cie separación del
servicio de los funcionarios. Al Consejo 50-
cial de cada Universidad le corresponde la
supervisión de las actividades de carácter
económico y el rendimiento de sus servi-

cios. A1 Rector de la Universidad le atribu-
ye la ley la Función de control con respecto
a los funcionarios docentes, los de admi-
nistración y servicios y los de los estudian-
tes. Finalmente, la inspección sobre el
cumplimiento cíei profesorado se regula en
el Decreto sobre Régimen de Profesorado
Universitario (RD 898/1985, de 30 de abril,
BOE de 19 de junio).

LA INSPECCIÓN DE SERVICIOS DE LA
UNIVERSIDAD COMPLUTENSE DE
MADRID: UN ENSAYO DEL CONTROL
DE LA CALIDAD DOCENTE Y
ADMINISTRATIVA

Por lo que respecta a la Inspección de Ser-
vicios en las Universidades, el primer mo-
delo que existió fue el que se creó en la
Universidad Complutense de Madrid
(UCM) y que ha dacio origen al mismo o a
diversos modelos de Inspección en otra
veintena de instituciones universitarias.

EI 27 de octubre de 1987, el Rector de
la UCM, Dr. Gustavo Villapalos, crea la Ins-
pección de Servicios, ante la necesidad de
cíDtar a la Universidad Complutense de los
nieclios necesarios para clar cumplimiento
y poder desarrollar las competencias que
le atribuyen los artículos 44.2 y 49.4 de la
LRU, los artículos 15 al 19 del RD 898/1985
sobre Régitnen cle Profesoracio Universita-
rio^, y el artículo 83.1 j) de los Estatutos de
la UCMS. En este mismo sentido, el artículo
109.2 de los Estatutos de esta Universidact
dice:

•El Rector, en aplicació ►r de la polestad dis-
ciplinarya,yerreral qrre le reconocen !os ar-
tículos 44.2 y 49.4 de la Ley de Re^ornut
Urtir^ersitar•ia, couslittrirá rrrt Ser7^icio pcrra
inspeccionar el funcionamiento cle los seivi-

(3) A. Btg GiMi;^o: /n jiurción de conhnl eu la Uniuersidad PúG[ica Fspciñola. Primeras Jornaclas sobre
Inspección de Seivlcios en las Universidades. Universldad de Castilla-Ia Afancha, 1998.

(4) Real Decreto 898/1985, de 30 de abril, sobre Régimen del Profesoindo Uni^^ersitario (I30L' n." 14G cle

19 ŭe junio).

(5) Estatutos de la UCt,I, aprobados por RD 1555/91, de 10 de enero.
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cios y colaUorar en las tareas de instruc-
ción de todos los expedientes disciplina-
rios y el seguimiento y control general de
la disciplina académica. Bste Servicio de
Inspección se regirá por un Reglamento
aprobado por !a Janta de Gobierno•.

Esta iniciativa del Rector Villapalos ha
sido pionera en el ambito universita.rio es-
pañol, constituyendo un ensayo modelo
para una veintena de Universidades que
han instituido organismos análogos. Los
sucesivos Rectores, Dr. Romero y Dr. Pu-
yol, han mantenido y potenciado la Institu-
ción apreciando y considerando la tarea
enconiendada. En feUrero de 1999 se cele-
bró en la Universidad de Castilla-La Man-
cha el I Congreso Estatal de Inspección de
Servicios, al que asistieron cerca de 40 Uni-
versidades españolas.

En el desarrollo cíe esta Institución hay
que destacar la propuesta y aprobación
de su Reg ►amento, cuyo desarrollo en su
artículo 5° dispone que las actuaciones, si
bien sujetas a la normativa general en
cuanto a iniciación y procedimiento (ar-
tículo 67 y siguientes de la Ley de Procedi-
miento Administrativo), dependen del
Rector, si bien el Inspector Jefe es el nv9ximo
responsable de la Inspección cie Servicios.
Las funciones atribuidas a la Inspección de
Servicios se distribuyen en tres ámbitos de
actuación: profesorado, alumnado y perso-
nal de administración y servicios. Las fun-
ciones cle la Inspección implican la
relación, a efectos de información y cola-
boración, con la Gerencia General en todo
lo referido a dotación de personal, material
y económica, pero también con los diver-
sos Vicerrectorados (especialmente los de
Ordenacián Académica, Alumnos, Depar-
tatnentos e Investigación) y con los Deca-
nos y Directores de Centros, así como con
los Directores de Departamento e Institu-
tos Universitarios. Siendo el seguimiento y
control de la díscíplina académica un sec-
tor decisivo para la eficacia y eficiencia en
el logro de los fines cualitativos de la Uni-
versidací, desde el comienzo de sus actua-

ciones la Inspección establecíó relación,
especialmente, con el Vicerrectorado cle
Ordenación Acadétnica, a quien trasladó
sugerencias escritas para la elaUoración de
instrucciones a los Profesores y facilitó Ios
instrumentos de control del cumplimiento
de obligaciones docentes. TamUién se tras-
ladaron sugerencias al Vicerrectorado de
Alumnos, a la luz de las incidencias que
llegaban, en forma de denuncia, a la Ins-
pección de Servicios, coneemienoes a derechos
y obligaciones del alumnado. Actualmente y
en la práctica, estas relaciones se han insti-
tucionalizado y constituyen un ejemplo
notable de colaboración administrativa.

En el orden de las actuaciones para la
realización cle informaciones previas y la
instrucción de expedientes, hay que desta-
car, en general, la eficaz colaboración del
personal docente y admínistrativo adscrito
a la Universidad, a quien la Inspección cle
Servicios ha procurado trasladar el sentido
de responsabilidad, objetividad y eficacia
técnica que debe estar presente en dichas
actuaciones, teniendo en cuenta la espe-
cial característica del poder sancionador
que la LRU ha atriUuido, con carácter inter-
no, a la maxima autoridaci cle eacla una de
las Universidades, cual es su propio Rector.

La Inspección de Servicios ha actuado
realizando visitas a Centros,y Sen^icios, es-
pecialmente a Facultades, Escuelas Univer-
sitarias, y Oepartamentos, convocando a
personal docente y de servicios, según los
casos; este tipo de actuación ha sido a ve-
ces orciinaria y a veces excepcional, cotuo
consecuencia de denuncia o bien para re-
cabar o completar información necesaria
para el trámite cte infonnes o instrucción
de expedientes. En todo caso, dichas ac-
tuaciones han icto precedidas del necesa-
rio contacto previo con el responsable
del Centro o Servicio. Cuando por la na-
turaleza del expediente así era requerido,
la convocatoria y petición persona! y di-
recta de información se hacía sobre los
altr»trtos y, en su caso, personal labanl y
de setvicios.
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Otro tipo de actuaciones, importantes
por su número y tiempo de dedicación, lo
constituyen las citaciones de comparecer:-
cia personal, cursadas a los implicados en
los procedimientos, para recabar de los
mismos ampliación de información, rectifi-
cación o ratificación de los datos que consta-
ban documentalmente en el procedimiento
de información reseruada y preuia, que se
viene realizando en aplicación de la nor-
tnativa y antes de tomar ia decisión de pro-
puesta de incoación de expediente
disciplinario, o archivo o sobreseimienco.

Quizá por su carácter orientador, de
información _y asesoramiento, también tie-
nen relevancia las actt^aciones de la Ins-
pección acerca de Profesores, alumnos y
personal de administración (especialmente
laboral), que acuden a la Inspección para
recabar interpretación complementaria, a
veces elemental, sobre normas que les ata-
ñen. En este sentido, soíamente en los ca-
sos de claro contenido jurídiço se les
remite al órgano asesor correspondiente.

Por lo que a control de la actia^idad do-
cente se refiere, hay que distinguir lo que
se puede llamar control normalizado, que
se regula por las instrucciones que cada
curso académico emite el Vicerrectorado
de Ordenación Académica, y el control
que ocasionalmente se realiza por despla-
zamientos de los tniembros del Servicio de
Inspección a los Centros y Servicios.

Como ya se ha indicado, las visitas a
los Centros dan lugar a informes que la
Inspeccibn elabora y traslada al Rector,
quien, en su caso, dicta Resolución adoptan-
do las medidas más convenientes. Dichas vi-
sitas obedecen a un plan de acttiación que,
en principio, tiene cotno tneta ir rotando
anualmente por distintos Centros.

También la Inspección de Servicios,
cumpliendo instrucciones del Vicerrec-
torado eorresponciiente, ha elaborado
dictámenes relativos a la evaluación do-
cente quinquenal de los Profesores como
consecucncia de la infonnación que reco-
ge. A peti^•ión de órgano competente, tras-

lada también información aclicional para l:t
concesión del complemento retributivo.

Anualmente, la Inspección de Servi-
cios presenta una Memoria de Actividades
al Rector. Dicha Memoria muestra la tarea
anual que ha venido desarrollando la Insti-
tución. En ciependencia con los criterios
que sean de aplicación, la Memoria Anual
es presentada a la Junta de Gobierno de la
Universidad. En ocasiones, las propuestas
y conclusiones de la Memoria han sido re-
cogidas por esĉrito por el Rector, quien ha
enviado una Circular a las Facultacles y Es-
cuelas Universitarias recomendando o ins-
tando a la mejora de las actuaciones que se
han detectado como defectuosas. Cumple
así la Inspección de Servicios un valor de
instrumento crítico y retroalimentador de la
calidad del sistema de organiz<lción acinvnis-
trativo y acadénvco cie la Universidad.

PRIMER ANtU.ISIS DE RESULTADOS

Cualquier sistema que suponga un control
normativo de las actividades de los docen-
tes universitarios debía provocar un cierto
estado de contestación. La única posibili-
dad de paliar tal estado de opinión debía
provenir de la prudencia de planteamien-
tos y de la pertinente gradación en su im-
plantación, además de un enfoque
insistente acerca de la calidad de la ense-
ñanza fundamentada en la distribución de
los derechos propios de cada colectivo, la
objetividad, la referencia legal, el consejo
técnico, la incansable labor preventiva e,
incluso, 1a generosidad. Teníendo en cuen-
ta lo antedicho, sucesivamente y desde su
fundación, se ha venido observanclo una
mejora en la aceptación de las normas de
control docente por parte cie los Departct-
mentos, reduciéndose considerablentente
los casos en que fue necesario el empleo
de mecanismos de control ac(ministrativo
para lograr su cwnplimiento. La aplicación
del contenido c1e las Circulares de Organi-
zación ctel Curso ha sido progresiva y ilc-
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xible, teniendo en cuenta que la efieacia se
mide por el logro de los objetivos (garanti-
zar los derechos del alumnado y sitnultá-
neamente los del profesorado) y por el
nivel de aceptación de los destinatarios de
la norma. Resulta posiUle decir que en la
mayor parte de los casos se ha garantizado
el cumplimiento de las obllgaciones do-
centes, eludiendo actltudes coactivas, para
lo cual se ha entrado en contacto con los
responsables directos de cada Centro. Los
resultados son significativos y la práctica
totalidad de las actuaciones inspectoras
han recibido contestación valorando ese
modo de proceder.

La incidencia de estas actuaciones en
la vida académica es innegable, y no sólo
se percibe en los escritos dirigidos a la Ins-
pección, sino también en el importante in-
cremento de peticiones registrado en el
Servicio de Personal Docente para solici-
tud de permisos y también en las comuni-
caciones de baja cursadas por los afectados.

Respecto del profesorado hay, por una
parte, una serie de incidencias que se pro-
ducen por las ausencias a clase, no siem-
pre debidamente justificadas y muchas
veces no suplidas por los compañeros. Por
otro lado, el sistema de promoción docen-
te en la Universidad prima la investigación
sobre la docencia, lo que da lugar a otra
serie de comportamientos usuales que se
apartan de la legalidacL Finalmente, entre
los problemas detectados están las tensio-
nes que se prociucen en el seno de los
Consejos de Departamento, fruto, en mu-
chas ocasiones, de los dos problemas ante-
riormente citados y del sistema de
provisión de puestos docentes. El sistema
de autocontrol del cumplimiento horario
del Profesorado, a pesar de ser intradepar-
tamental, con la revisión externa encomen-
dacla a la Inspección de Servicios, puede
calificarse de eticaz a corto y largo plazo.
I?1 principal problema sigue estando en la
comunicación de las ausencias en fonna y
plazo reglamentario a los órganos unipcr-
sonales y colegiados }^ara que se procl^iz-

can puntualmente las sustituciones de los
profesores.

En segundo lugar, respecto del altam-
nado la problemática que fundamental-
mente se ha apreciaclo, por incidencias
que han llegado a la Inspección de Servi-
cios, está vinculada al desarrollo curricular
y progratnático de las asignaturas, sobre
todo en lo referente a los exámenes, mate-
ria impartida y tipo de pruebas que los
profesores han elaborado para su realiza-
ción por los alumnos. Se trata de un area
de actividad siempre conflictiva en la que
hay que conjugar derechos y obligaciones,
tanto del Profesorado como de los alum-
nos, y, aunque han sido objeto de regula-
ción normativa a distintos niveles
jerárquicos, pudiera facilitarse su cumpli-
miento si se dictasen normas aclaratorias o
complementarias. Quizá los momentos cla-
ves para hacerlo sean cuando preceptiva-
mente los Profesores deben presentar los
programas de las materias que van a irn-
partir, en un caso, y en otro, con motivo
del comienzo del curso acadénLCO. Por des-
cender a concreciones, sería conveniente
relacionar los derechos y obligaciones del
Profesorado (entre los que se encuentran
la libertad de catedra, la puesta a disposi-
ción del programa de la asignatura, la im-
partición de las clases y la evaluación del
alUtlinad0 de los grupos de dacencia que
tenga a su cargo) con los respectivos de1
alumno (derecho a la ensertanza en clases
teóricas y prácticas, a ser asistido y orienta-
do en sus estudios, a ser evaluado objeti-
vamente con posibilidad de revisión e
impugnación; obligación de participar acti-
vamente en las clases teóricas y práctir.ts,
respetar las normas de disciplina académi-
ca que se establezcan, etc.).

Un awnento de la calidad del acto
docente y de las relaciones tutoriales se
conseguiría desarrollando aspectos inFor-
Illativos con los estudiantes y sus repre-
sentantes que podrían generar el traslado
de todo tipo cle sugerencias, clenuncias o
solicitucl de infonnación y tuejoras a los ór-
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ganos universitarios pertinentes. La aplica-
ción del. Reglamento de Departamentos^ y
el Estatuto del Estudiante' son dos ámbitos
de legalidad que están ya contribuyendo a
esa regulación y mejora de la enseñanza.
En el precitado Reglamento de Departa-
mentos se regula toda lo referente a los
programas de las asignaturas (contenido
específico que cada profesor va a exigir en
su materia) y el tipo de pruebas que va a
emplear para evaluar a sus alumnos. Por
ejemplo, ha haUido una serie de protestas
sobre las, no siempre denominadas con ri-
gor, pruebas objetivas en las que se puede
dar una deficiente elaboración, al haber
hecho caso omiso de las reglas que hay
que seguir en su fortnulación, específica-
mente desarrolladas en los tratados genera-
les sobre evaluación y en los de docimasía.
Un segundo aspecto de interés es la alta
flexibilidad o permisividad del profesora-
do para exigir la asistencia a las clases por
parte de los alumnos, exigible por la pro-
pia definición de la enseñanza ofi^al, pre-
sencial, además de por la vigente leĝalidad
reglamentaria y cuyo cumplimiento obliga
a determinado tipo de pruebas de evalua-
ción, corno si se tratase de la antigua mo-
dalidad de enseñanza libre, poniendo
distancia entre enseííanza y aprendizaje, y
desnaturalizando la función formativa y tu-
torial de la Universidad.

La Inspección de Servicios participa,
además, en la vida universitaria a través de
la elaboración de inforrnes técnicos sobre
asuntos concretos: estudio e informe sobre
las enseñanzas del Tercer Ciclo, actividades
de Practicum, informes previos a la legaliza-
ción de las Asociaciones de Estudiantes y estu-
dio y desarrollo de los recursos contenciosos
interpuestos por los funcionarios afectados por
Resoluciones Rectorales sobre cumplinŭento y
control docente y desarrollo de la gestión
en los distintos Servicios.

Cabría destacar algunas intervenciones
puntuales de carácter extraorciinario y ur-
gente y efectuadas siguiendo instrucciones
del Rector en que ha intervenido la Inspec-
ción de Servicios. Es obligado referirnos a
las siguientes:

- Auditoría sobre gestión económica
y de recursos humanos en diversos
Centros y hecha con ocasión de la
intervención en graves problemas
planteados.

- Intervención en probletnas con
Asociaciones de Estudiantes.

- La Inspección de Servicios propuso al
Sr. Rector y éste encargó a dicllo Orga-
nismo la elaboración de una propues-
ta de nom^a que regule la adecuación
de la actividad de la UCM a la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Acli^únistrtciones
públieas y del ProcecGnúento Acuiúnis-
trativo Común.

CONCLUSIÓN

La Inspección de Servicios cfe la UCM ha
cumplido sus primeros doce años de ac-
tuación y servicio a la Comunidad Univer-
sitaria. En términos globales, su actuación
ha merecido ia consideración y el apre-
cio de la generalidad de los miembros de
la Universidad, que han valoracio la se-
riedad y objetividad de planteamientos y
actuaciones fundamentalmente preventi-
vas y de avenimiento entre las partes en
conflicto. Se ha de destacar el talante
coneiliador que presicte las actuaciones
de la Inspección de Servicios acerca de
las incidencias producidas en la vida ar.i-
démica, en las que ha primado una función
de mediación y arbitraje en la resolución de
conflictos.

(6) Resolución 1756/1999, de 16 de junlo (aprobada en seslón del Claustro cle 19 cle abril de 1999, y pu-
b4cada en el BOCAAt de 28 de junio de 1999, por la que se apnieba el Reglamento de nepa^tamencos y Centros.

(7) Estatuto del Estudiante, publicado en el BOCAM n.° 181, de 1 de agosto de 1997.
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E] desarrollo de las funciones de la
Inspección de Servicios ha supuesto un
gran esfuerzo de creación y de espont^aneo
surgimiento de un Servicio y varias Seccio-
nes administrativas, de un numeroso con-
junto de documentos y protocolos para la
organización del trabajo y de unos criterios
para la selección de personal. Hubo que
determinar, igualmente, los criterios para la
propuesta de Inspectores docentes, de su
formación en las tareas de alta administra-
ción que han supuesto las visitas a los dis-
tintos Centros, la relación con todo el
personal de la Universidad, muchos de los
cuales no han tenido jamás en su vida pro-
fesional referencia a órgano de control al-
guno. Ha habido que fundamentar la
legalidad de la actuación de los diversos
n^iembros de la Comunidad Universitaria en
su lal.^or de judicatura (jueces instructores de
los diversos procedimientos) creando la Figu-
ra de la adscripción a la Inspección de Servi-
cios. Todo ello con plena aceptación de
Instructores e Instruidos y con los mínimos
efectos negativos personales y legales. Los•
personales se hipotetizan con una visián
voluntarista, aunque Ilay algún dato que
no abunda en ese enfoque; los legales es-

t^n a la vísta de cualquier observador avi-
sado que quiera comprobar la escasez de
recursos contenciosos que han prosperado
sobre las actuaciones de la Inspección de
Servicios. Se han creado y funcionan con
plena normalidad un conjunto de docu-
mentos que suponen la base de los infor-
mes de visitas a Centros, y de Informes de
la Inspección de Servicios al Rector. Se han
elaborado planes anuales de los que deri-
van informes y propuestas de intervención
al Rector y a otros árganos de la adminis-
tración universitaria.

Ésta es la línea de actuación de una
Inspección Universitaria enfocada no
sólo como órgano de control, sino de
consejo. Posiblemente quepan otros en-
foques, pero el avance ha sido muy nota-
ble. La Institución es una más dentro de
los demás organismos universitarios. La
estintación general es que es un organis-
mo que si no existiera habría que crearlo
y, de hecho, su desarrollo orgánico y sus
funciones están siendo el moctelo para
otras Universidades. Pero la forma y el de-
sarrollo está abierto a la competencia, el
interés, el trabajo y la capacidad de su per-
sonal humano.
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